
MANUAL CIUDADANO DEL DELITO DE CONCUSIÓN ART 404 C.P 1

El Delito De Concusión En Colombia Análisis Dogmático Y Empírico Para El Diseño De Un

Manual Ciudadano De Denuncia Como Una Guía Para La Correcta Determinación De Las

Circunstancias De Tiempo, Modo Y Lugar En La Fiscalía Seccional De Bucaramanga

Katerín Lizeth Mejía Báez

Trabajo de Grado para Optar el Título de Abogada

Director

Mg, Derecho constitucional

Jorge Díaz Gil

Universidad Industrial de Santander

Facultad de Ciencias Humanas

Escuela de Derecho y Ciencia Política

Bucaramanga

2026



MANUAL CIUDADANO DEL DELITO DE CONCUSIÓN ART 404 C.P 2

Dedicatoria

A Dios, por ser guía y sostén en cada paso de este camino. A mi madre y a mi hermana, por su

amor incondicional, su paciencia y su respaldo constante,. A mi padre por su apoyo en este

camino. A mi nonita mi guía desde el cielo, cuya memoria ha acompañado cada etapa de este

proceso. A mi esfuerzo, constancia y disciplina, que sostuvieron este camino incluso en los

momentos más exigentes. Y a Izzie, mi compañera fiel, cuya presencia silenciosa acompañó

buena parte de las horas dedicadas a este trabajo.



MANUAL CIUDADANO DEL DELITO DE CONCUSIÓN ART 404 C.P 3

Agradecimientos

Expreso mi agradecimiento a la Universidad Industrial de Santander y a la Escuela de Derecho y

Ciencia Política, por la formación académica e integral recibida a lo largo de la carrera, y por

brindar el espacio institucional para la realización de la práctica jurídica social que dio origen a

este trabajo de grado.

Al doctor Jorge Díaz Gil, director de este trabajo de grado, por su orientación constante, su

disposición permanente para la discusión académica, y por la exigencia rigurosa que permitió

que esta investigación alcanzara el nivel de profundidad que hoy presenta.

A la Fiscal Edith Xiomara Arias Rangel, tutora institucional durante la práctica jurídica social

desarrollada en la Unidad de Delitos contra la Administración Pública de la Fiscalía General de

la Nación, Seccional Santander, por su acompañamiento y por compartir su experiencia práctica

en la investigación de delitos contra la administración pública. A la doctora Cristina Bareño,

asistente de la Fiscal, por estar siempre dispuesta a colaborar y por brindar, en cada jornada, una

sonrisa amable que hizo más liviano el camino.

A mis compañeros y amigos, que también fueron un soporte fundamental en mi proceso

académico. En especial, a Julieth, quien desde el primer día, como amiga y compañera, me

apoyó y ayudó de manera incondicional.

Finalmente, a quienes desde lo más cercano me acompañaron en este camino: gracias por su

paciencia, su amor y su respaldo constante, que sostuvieron cada etapa de este proceso de

formación profesional.

Tabla de Contenido



MANUAL CIUDADANO DEL DELITO DE CONCUSIÓN ART 404 C.P 4

Introducción .................................................................................................................................11
1. Objetivos .................................................................................................................................. 17
1.1 Objetivo General ............................................................................................................... 17
1.2 Objetivos Específicos .........................................................................................................17

2. Cuerpo del Trabajo .................................................................................................................18
2.1.1 El Estado y la Función Pública: Marco Constitucional y Legal ............................ 18
2.1.1.1 La relación ciudadano-administración como punto de partida del análisis ..18
2.1.1.2 El servidor público: concepto constitucional y ampliación en el derecho penal
...........................................................................................................................................19
2.1.1.3 Los Delitos contra la Administración Pública: Ubicación Sistemática .......... 21

2.1.2 El Delito de Concusión: Análisis del Artículo 404 del Código Penal .....................21
2.1.2.1 Bien jurídico tutelado ..........................................................................................22
2.1.2.2 El sujeto activo calificado ................................................................................... 23
2.1.2.3 Los tres verbos rectores ...................................................................................... 25
2.1.2.4 El objeto material: la utilidad indebida ............................................................ 27
2.1.2.5 El metus publicae potestatis como eje del injusto ............................................ 28
2.1.2.6 El tipo subjetivo: el dolo ..................................................................................... 29

2.1.3 Diferenciación entre Concusión y Cohecho ............................................................. 30
2.1.3.1 El criterio de la iniciativa como elemento diferenciador ................................. 30
2.1.3.2 Consecuencias procesales de la diferenciación ................................................. 31
2.1.3.3 La confusión ciudadana entre ambas figuras ...................................................32

2.1.4 Síntesis Jurisprudencial: la Concusión en la Práctica Judicial Colombiana ........32
2.1.5 Método .........................................................................................................................34
2.1.5.1 Participantes ........................................................................................................ 34
2.1.5.2 Herramientas ....................................................................................................... 35
2.1.5.3 Procedimiento ...................................................................................................... 35

2.1.6 Resultados ................................................................................................................... 36
3. Conclusiones ............................................................................................................................ 46
Referencias Bibliográficas .......................................................................................................... 47



MANUAL CIUDADANO DEL DELITO DE CONCUSIÓN ART 404 C.P 5

Lista de Apéndices

Apéndice A. Manual práctico para la identificación de hechos jurídicamente relevantes en

denuncias por el delito de concusión: Una guía para la correcta determinación de las

circunstancias de tiempo, modo y lugar en la Fiscalía Seccional de Bucaramanga



MANUAL CIUDADANO DEL DELITO DE CONCUSIÓN ART 404 C.P 6

Glosario

Archivo de la actuación penal: decisión adoptada por el fiscal del caso, conforme a los

artículos 79 y 69 de la Ley 906 de 2004, mediante la cual se ordena el cese de la actuación

cuando se establece la atipicidad del hecho denunciado, su inexistencia, o la imposibilidad de

individualizar al autor por ausencia de datos verificables en la denuncia.

Cohecho: delito contra la administración pública consagrado en los artículos 405 a 407

del Código Penal colombiano, que se diferencia de la concusión en que admite la concurrencia

de voluntades entre el servidor público y el particular, pudiendo incluso originarse en la

iniciativa de este último.

Concusión: delito tipificado en el artículo 404 del Código Penal colombiano, consistente

en la conducta del servidor público que, abusando de su cargo o de sus funciones, constriña,

induzca o solicite a otra persona dar o prometer dinero o cualquier otra utilidad indebida.

Constreñir: uno de los verbos rectores del tipo penal de concusión, que implica el

ejercicio de presión, amenaza o intimidación por parte del servidor público sobre la víctima, con

el fin de obtener la dádiva.

Denuncia anónima: manifestación de conocimiento de un presunto hecho punible

realizada sin la identificación del denunciante, cuyo tratamiento procesal se encuentra regulado

en el artículo 69 de la Ley 906 de 2004.

Elementos materiales probatorios (EMP): objetos, documentos, huellas, rastros u otros

medios descubiertos, recogidos y embalados técnicamente, puestos a disposición de la Fiscalía

con el fin de ser utilizados en la investigación penal.
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Indiciado: persona respecto de la cual existen motivos razonablemente fundados para

inferir que es autora o partícipe de la conducta investigada, sin que aún se le haya formulado

imputación.

Inducir: verbo rector del tipo penal de concusión que describe la conducta del servidor

público que, sin recurrir a la amenaza explícita, lleva a la víctima a creer que ofrecer una dádiva

es la manera adecuada o necesaria de resolver su situación.

Metus publicae potestatis: expresión latina que significa “miedo al poder público”,

empleada por la doctrina penal para describir el estado de temor que experimenta la víctima de la

concusión frente al ejercicio, real o aparente, de la autoridad estatal por parte del servidor

público.

Reserva sumarial: principio procesal que protege la confidencialidad de las actuaciones

de indagación e investigación penal, con el fin de salvaguardar la eficacia de la investigación y

los derechos de los intervinientes.

Servidor público: conforme al artículo 20 del Código Penal colombiano, comprende a los

miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado, los miembros

de la fuerza pública, y los particulares que ejerzan funciones públicas de manera permanente o

transitoria, entre otros sujetos allí enunciados.

Solicitar: verbo rector del tipo penal de concusión, de carácter más directo que la

inducción y el constreñimiento, mediante el cual el servidor público pide la dádiva sin recurrir a

amenazas ni sugestiones, consumándose el delito con el solo pedido.
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Sujeto activo calificado: elemento estructural de los delitos especiales propios, como la

concusión, que exige que el autor de la conducta ostente una calidad jurídica específica en este

caso, la de servidor público al momento de la comisión del hecho.

Utilidad indebida: objeto material del delito de concusión, que comprende no solo el

dinero en efectivo, sino cualquier beneficio económico o de otra naturaleza que el servidor

público no tenga derecho a recibir en el marco del ejercicio de sus funciones.
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Resumen

Título: El Delito De Concusión En Colombia Análisis Dogmático Y Empírico Para El Diseño
De Un Manual Ciudadano De Denuncia Como Una Guía Para La Correcta Determinación De
Las Circunstancias De Tiempo, Modo Y Lugar En La Fiscalía Seccional De Bucaramanga1

Autora: Katerín Lizeth Mejía Báez.2

Palabras clave: Concusión, administración pública, metus publicae potestatis, cohecho, sujeto
activo calificado, archivo fiscal, acceso a la justicia.

Descripción:

El presente trabajo de grado, desarrollado bajo la modalidad de práctica jurídica social en
la Unidad de Delitos contra la Administración Pública de la Fiscalía General de la Nación,
Seccional Santander, analiza el delito de concusión tipificado en el artículo 404 del Código Penal
colombiano desde una doble perspectiva: dogmática y empírica. El componente dogmático parte
del estudio del marco constitucional de la función pública y de la noción ampliada de servidor
público en el derecho penal, para luego desarrollar de manera sistemática cada uno de los
elementos estructurales del tipo penal: el bien jurídico pluriofensivo, el sujeto activo calificado,
los tres verbos rectores constreñir, inducir y solicitar, el elemento subjetivo del dolo, y el papel
del metus publicae potestatis como criterio delimitador entre la tentativa y la consumación del
delito. Se desarrolla, igualmente, la diferenciación dogmática y práctica entre la concusión y el
cohecho, dos figuras que la ciudadanía suele confundir.

Mediante un enfoque cualitativo de carácter jurídico aplicado, se sistematizó el marco
normativo y jurisprudencial aplicable al delito, incorporando jurisprudencia verificada de la
Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional y el Tribunal Superior de Medellín.
Paralelamente, se analizaron algunas carpetas fiscales debidamente correspondientes a denuncias
por concusión y delitos afines tramitadas en la práctica, las cuales fueron sistematizadas según la
causal de archivo determinante: atipicidad de la conducta, inexistencia del hecho, y denuncia
anónima sin datos verificables, o si procedía la investigación se realizaron las correspondientes
Ordenes a Policía Judicial con el fin de lograr la imputación.

Como resultado de este proceso, se identificó que la mayoría de las denuncias archivadas
no lo fueron por atipicidad sustancial de los hechos, sino por deficiencias en su narración y
acreditación probatoria, lo que evidenció una brecha entre el conocimiento dogmático exigido
para la configuración del delito y la capacidad ciudadana de documentar adecuadamente los
hechos denunciados. A partir de este diagnóstico, se diseñó un manual pedagógico dirigido a la
ciudadanía, presentado como Apéndice A de este documento y concebido como producto final
de la práctica jurídica social, en su calidad de herramienta de acceso a la justicia y de
fortalecimiento de la lucha contra la corrupción en Colombia.

1 Trabajo de grado
2 Facultad de ciencia humanas, Escuela de Derecho y Ciencia Política, Mg. Derecho constitucional Jorge Diaz Gil
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Abstract

Title: The Crime of Concusión in Colombia: A Dogmatic and Empirical Analysis for the Design
of a Citizen Reporting Manual as a Guide for the Correct Determination of the Circumstances of
Time, Manner, and Place at the Sectional Attorney General's Office of Bucaramanga.3

Author: Katerín Lizeth Mejía Báez.4

Key Words: Concusión, public administration, metus publicae potestatis, bribery, qualified
active subject, prosecutorial dismissal, access to justice.

Description:

This undergraduate thesis, developed under the social legal practicum modality at the
Unit Against Crimes Affecting Public Administration of the Attorney General's Office,
Santander Section, analyzes the crime of concusión defined in Article 404 of the Colombian
Criminal Code from a dual dogmatic and empirical perspective. The dogmatic component begins
with the constitutional framework of public administration and the expanded notion of public
official under criminal law, and proceeds to systematically develop each structural element of the
offense: its pluri-offensive legal interest, the qualified active subject, the three constituent verbs
—coercion, inducement, and solicitation—, the subjective element of intent, and the role of the
metus publicae potestatis as a criterion distinguishing attempt from consummation. The
distinction between concusión and bribery, two figures frequently confused by the public, is also
addressed.

Through a qualitative, applied legal approach, the regulatory and jurisprudential
framework of the offense was systematized, incorporating verified case law from the Supreme
Court of Justice, the Constitutional Court, and the Superior Court of Medellín. In parallel, seven
anonymized case files were analyzed, corresponding to complaints filed in connection with
concusión and related offenses, which were classified according to the determining cause of
dismissal: factual atypicality, non-existence of the alleged facts, and anonymous complaints
lacking verifiable information.

As a result of this process, it was found that most dismissed complaints were not closed
due to substantial atypicality of the facts, but rather due to deficiencies in their narration and
evidentiary support, revealing a gap between the legal knowledge required to establish the
offense and citizens' capacity to adequately document the reported facts. Based on this diagnosis,
the design of a pedagogical manual aimed at the general public is proposed, conceived as a tool
for access to justice and for strengthening anti-corruption efforts in Colombia.

3 Degree work
4 Faculty of Human Sciences, School of law and Political Science, Mg. Constitucional Law Jorge Diaz Gil
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Introducción

La corrupción administrativa constituye uno de los fenómenos que con mayor

persistencia erosiona la legitimidad del Estado colombiano y la confianza ciudadana en sus

instituciones. La Constitución Política de 1991 concibe a Colombia como un Estado Social de

Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana y en la prevalencia del interés general,

principios que se traducen, en el plano de la función pública, en la exigencia de que toda

actuación del servidor estatal se oriente al servicio de la comunidad y no a la satisfacción de

intereses particulares. Cuando un servidor público instrumentaliza el poder que el Estado le ha

conferido para obtener, mediante el abuso de su cargo, un beneficio indebido para sí o para un

tercero, esa relación de servicio se invierte: el ciudadano, que debería ser destinatario de la

función pública, se convierte en víctima de su ejercicio desviado.

Dentro de los delitos contra la administración pública consagrados en el Título XV del

Código Penal colombiano, la concusión, tipificada en el artículo 404, ocupa un lugar particular

dentro de esta problemática. A diferencia de otras formas de corrupción que requieren la

concurrencia de voluntades entre el servidor público y el particular, como ocurre en el cohecho,

la concusión se caracteriza por la imposición unilateral de la voluntad del agente estatal sobre el

ciudadano, quien se ve sometido a entregar o prometer una dádiva bajo el amparo del miedo que

genera el ejercicio, real o aparente, del poder público. Esta particularidad estructural que el

servidor público sea quien activa la conducta lesiva, y no el particular convierte a la concusión

en un delito de especial interés dogmático, pues exige comprender no solo los elementos

objetivos del tipo, sino también la dinámica psicológica y social que el llamado metus publicae

potestatis, o miedo al poder público, genera en la víctima.
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El problema concreto que esta investigación busca resolver surge de una constatación

empírica observada durante la práctica jurídica social desarrollada en la Unidad de Delitos contra

la Administración Pública de la Fiscalía General de la Nación, Seccional Santander: un número

significativo de denuncias por concusión termina en órdenes de archivo, no porque los hechos

relatados sean per se increíbles o porque la conducta descrita resulte ajena al tipo penal, sino

porque la forma en que son narrados y documentados por los ciudadanos resulta insuficiente para

sostener un ejercicio investigativo riguroso. Este problema tiene una doble cara: de un lado, una

cara dogmática, relacionada con la complejidad técnica de los elementos del tipo penal el sujeto

activo calificado, los tres verbos rectores, el metus publicae potestatis; de otro lado, una cara

empírica, relacionada con la brecha entre ese conocimiento técnico y la capacidad real de la

ciudadanía para activar adecuadamente el aparato investigativo del Estado.

De esta manera, el objeto de estudio de la presente investigación queda formulado en los

siguientes términos, en la insuficiencia de herramientas pedagógicas accesibles que permitan a

los ciudadanos colombianos comprender los elementos estructurales del delito de concusión y,

en consecuencia, formular denuncias que reúnan los requisitos mínimos de viabilidad procesal

exigidos por el ordenamiento penal colombiano. La pregunta de investigación que se deriva de

este planteamiento, y que orientó todo el desarrollo metodológico del trabajo, es la siguiente:

¿cuáles son los elementos dogmáticos y empíricos que deben integrar un manual pedagógico

dirigido a la ciudadanía colombiana para facilitar la identificación y denuncia efectiva del delito

de concusión, a partir del análisis de la jurisprudencia, la doctrina y los patrones de archivo

observados en la práctica fiscal de la Unidad de Delitos contra la Administración Pública de la

Fiscalía General de la Nación, Seccional Santander?
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En relación con los antecedentes de este problema, la producción académica colombiana

sobre el delito de concusión, aunque no extensa en comparación con otros delitos contra la

administración pública, ofrece insumos relevantes que esta investigación retoma y articula.

Ardila Londoño (2013), en su trabajo de grado de maestría en Derecho Penal de la Universidad

EAFIT, desarrolló en profundidad el concepto del metus publicae potestatis como elemento

delimitador entre la tentativa y la consumación del delito, proponiendo que la concusión se

consuma cuando el servidor despliega la conducta típica de manera suficiente para generar en la

víctima el temor fundado al poder público, sin que sea necesaria la entrega efectiva de la dádiva.

Este antecedente constituye, hasta la fecha, el desarrollo dogmático más completo disponible en

repositorios académicos colombianos sobre este punto específico.

Gómez Méndez y Gómez Pavajeau (2008), por su parte, ofrecen en su obra clásica sobre

delitos contra la administración pública una sistematización del bien jurídico protegido y de los

elementos generales de los delitos de esta naturaleza, enmarcando la concusión dentro de

aquellas conductas que más gravemente atentan contra la rectitud y moralidad de la función

estatal. Viveros Castellanos (2023), en un artículo publicado en la revista Dos Mil Tres Mil de la

Universidad Libre, profundiza en los presupuestos del tipo penal, particularmente en la relación

entre la condición de servidor público y el abuso del cargo como elemento articulador de la

conducta prohibida. En el plano institucional, el documento conjunto de la Fiscalía General de la

Nación y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (2018) ofrece una

caracterización de las tipologías de corrupción en Colombia, distinguiendo con claridad la

concusión del cohecho a partir del origen de la iniciativa en la conducta delictiva. En el plano

jurisprudencial, la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado sobre los elementos estructurales

del delito en pronunciamientos como la Sentencia SP3353-2020, y la Sala Penal del Tribunal
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Superior de Medellín ha conocido casos en los que la concusión concurre con otros delitos contra

la administración pública.

No obstante la riqueza de estos antecedentes, su revisión permitió advertir un vacío

relevante para los fines de este trabajo: si bien existe claridad dogmática sobre los elementos del

delito y un cuerpo jurisprudencial relevante aunque disperso, la literatura revisada no ha

articulado sistemáticamente ese conocimiento teórico con un diagnóstico empírico de cómo se

materializan o fracasan las denuncias por concusión en la práctica fiscal colombiana a nivel

seccional. Es precisamente en ese vacío donde se inserta la presente investigación, que pretende

complementar los antecedentes dogmáticos existentes con un componente empírico ausente hasta

ahora en la literatura disponible.

El propósito central de esta investigación consiste en diseñar un manual práctico, integral,

claro y de fácil acceso que proporcione a los ciudadanos colombianos las herramientas

necesarias para identificar, documentar y denunciar de manera efectiva el delito de concusión.

Este propósito se desagrega en cinco objetivos específicos: sistematizar el marco constitucional,

normativo y jurisprudencial aplicable al delito; diferenciar dogmática y prácticamente la

concusión del cohecho; analizar las dificultades investigativas y probatorias presentes en la

práctica fiscal; sistematizar los patrones recurrentes de archivo a partir del análisis de carpetas

fiscales; y, finalmente, diseñar el manual pedagógico que articule todos estos hallazgos en un

producto accesible para la ciudadanía.

Para alcanzar este propósito, el trabajo se propuso un doble movimiento investigativo: de

un lado, profundizar en la comprensión dogmática del tipo penal de concusión, recurriendo al

marco constitucional de la función pública, a la doctrina especializada, y a la jurisprudencia de
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las altas cortes colombianas; de otro lado, sistematizar la evidencia empírica recogida en la

práctica fiscal, para identificar los patrones que explican el fracaso procesal de buena parte de las

denuncias. La convergencia de ambos análisis permite, finalmente, fundamentar el diseño del

manual pedagógico propuesto, concebido como producto de transferencia social del

conocimiento generado durante la investigación.

La importancia de resolver este problema de investigaciónse sustenta en tres órdenes de

razones complementarias, cada una de las cuales explica por qué y para qué se desarrolló esta

investigación. En primer lugar, una razón de orden social: la concusión, en tanto delito que

somete al ciudadano al abuso del poder estatal, afecta de manera directa la confianza pública en

las instituciones y perpetúa dinámicas de corrupción que inciden negativamente en el desarrollo

institucional del país (Fiscalía General de la Nación [FGN] y Oficina de las Naciones Unidas

contra la Droga y el Delito [UNODC], 2018). El beneficiario directo de esta investigación es, en

este plano, la ciudadanía colombiana en general, y de manera particular aquellas personas que,

en su relación cotidiana con la administración pública, se ven expuestas al riesgo de sufrir una

exigencia indebida por parte de un servidor estatal; el beneficio concreto consiste en dotarlas de

un instrumento que les permita reconocer la conducta y actuar frente a ella con mayor

probabilidad de éxito procesal.

En segundo lugar, una razón de orden jurídico-académico: como se evidenció en el

apartado de antecedentes, si bien existe producción doctrinal relevante sobre el delito de

concusión en Colombia, esta producción no suele articularse con el estudio empírico de los

patrones de archivo en sede fiscal. El aporte teórico de esta investigación consiste, precisamente,

en cerrar esa brecha, articulando la dogmática penal y la jurisprudencia con la evidencia empírica
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recogida directamente de la práctica fiscal, lo que beneficia a la comunidad académica del

derecho penal al ofrecer un estudio de caso verificable sobre la aplicación práctica del tipo penal.

En tercer lugar, una razón de orden práctico-institucional: el producto final de esta

investigación el manual pedagógico dirigido a la ciudadanía constituye una herramienta de

acceso a la justicia que puede contribuir, de manera concreta y medible, a reducir el número de

denuncias archivadas por deficiencias narrativas, y a fortalecer la capacidad de respuesta del

sistema de justicia penal frente al delito de concusión. En este plano, los beneficiarios son tanto

la ciudadanía, que contará con una guía clara para denunciar, como la propia Fiscalía General de

la Nación, cuyas estrategias de orientación al usuario pueden retroalimentarse con los hallazgos

empíricos sistematizados en este trabajo, en la medida en que una denuncia mejor estructurada

desde su origen reduce la carga investigativa derivada de actuaciones que, de otro modo, estarían

condenadas al archivo por insuficiencia probatoria.

Finalmente, en cuanto al enfoque empleado para responder a la pregunta de investigación

y alcanzar el propósito planteado, esta investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, de

tipo descriptivo-analítico, que combina la revisión documental de fuentes dogmáticas,

normativas y jurisprudenciales verificables con el análisis de carpetas fiscales correspondientes a

denuncias por concusión y delitos afines tramitadas en la práctica jurídica social que dio origen a

este trabajo. Este enfoque metodológico, que se desarrolla con mayor detalle en el apartado de

Método de este documento, permitió articular el marco dogmático con la evidencia empírica

recogida, y fundamentar de esta manera las conclusiones, recomendaciones y el diseño del

manual pedagógico que se presentan al cierre de este trabajo de grado.
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1. Objetivos

1.1 Objetivo General

Diseñar un manual práctico, integral, claro y de fácil acceso que proporcione a los

ciudadanos colombianos las herramientas necesarias para identificar, documentar y denunciar de

manera efectiva el delito de concusión, contribuyendo al fortalecimiento del acceso a la justicia y

a la lucha contra la corrupción en Colombia.

1.2 Objetivos Específicos

1.2.1. Analizar el marco constitucional, legal, doctrinal y jurisprudencial del delito de

concusión, identificando sus elementos estructurales y, los criterios que permiten diferenciarlo de

figuras afines, especialmente del cohecho.

1.2.2.Examinar, mediante el análisis documental de carpetas fiscales debidamente

anonimizadas de la Unidad de Delitos contra la Administración Pública de la Seccional

Santander, las principales dificultades investigativas y probatorias, así como los patrones

recurrentes de archivo en las denuncias por el delito de concusión.

1.2.3. Diseñar un manual pedagógico sustentado en los hallazgos dogmáticos y empíricos

de la investigación, que ofrezca orientaciones prácticas, accesibles y verificables para fortalecer

la comprensión ciudadana sobre el delito de concusión y los mecanismos para su adecuada

denuncia.
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2. Cuerpo del Trabajo

2.1.1 El Estado y la Función Pública: Marco Constitucional y Legal

2.1.1.1 La relación ciudadano-administración como punto de partida del

análisis.Comprender el delito de concusión exige, antes que nada, situarse en la relación que

existe entre el ciudadano y el Estado cada vez que aquel acude a una entidad pública a resolver

un trámite, una solicitud o una actuación administrativa. Esa relación no es paritaria: el

ciudadano se acerca a la administración en una posición de necesidad, mientras que el servidor

público que lo atiende ostenta, frente a él, un poder derivado de la investidura que el Estado le ha

conferido. Es precisamente en esa asimetría donde la concusión encuentra el terreno propicio

para materializarse, pues el servidor corrupto no necesita imponerse por la fuerza física, le basta

con activar, de manera explícita o sutil, el poder que la propia institucionalidad le ha otorgado.

Esta asimetría no es un defecto del diseño institucional, sino una condición inevitable de

cualquier estructura administrativa: alguien debe decidir, tramitar o autorizar, y alguien debe

someterse a esa decisión para obtener lo que busca. El ordenamiento jurídico colombiano no

ignora este riesgo. Por el contrario, lo regula mediante un entramado de principios y normas

dirigidas a impedir que esa posición de autoridad se convierta en un instrumento de explotación

del ciudadano. El artículo 209 de la Constitución Política de 1991 es la piedra angular de ese

entramado: dispone que la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se

desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía,

celeridad, imparcialidad y publicidad.

De estos principios, el de moralidad administrativa adquiere una relevancia particular

para los fines de esta investigación, pues es el que con mayor claridad traduce, en el plano
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constitucional, la prohibición de que el servidor público utilice su posición de autoridad para

obtener un provecho que no le corresponde. La jurisprudencia constitucional ha entendido este

principio como la exigencia de que los servidores públicos actúen con rectitud, honestidad y

buena fe, de manera que cualquier aprovechamiento indebido del cargo constituye no solo una

infracción legal, sino una traición al fundamento mismo de la relación de servicio que legitima el

ejercicio de la función pública.

Esta lectura constitucional permite entender por qué el legislador penal no se limitó a

sancionar el resultado patrimonial de la conducta como ocurriría con un hurto o una estafa

común, sino que tipificó de manera autónoma el abuso de la investidura como tal. La concusión

castiga, en el fondo, la traición de esa relación de confianza estructural entre el ciudadano y

quien lo atiende en nombre del Estado, lo que explica por qué su tipificación exige, como se

desarrollará en el apartado 2.1.2, que el sujeto activo ostente precisamente la calidad de servidor

público.

2.1.1.2 El servidor público: concepto constitucional y ampliación en el derecho penal. La

noción de servidor público constituye uno de los elementos estructurantes del ordenamiento

jurídico colombiano en materia de responsabilidad por el ejercicio de funciones estatales. Su

correcta delimitación resulta indispensable para la presente investigación, pues la concusión es,

como se desarrollará en el apartado 2.1.2, un delito de sujeto activo calificado que exige

precisamente esta condición.

La Constitución Política define con precisión esta categoría en su artículo 123, al

establecer que son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los

empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por
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servicios. La misma norma constitucional señala que los servidores públicos están al servicio del

Estado y de la comunidad, y ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la

ley y el reglamento.

En atención a ello, el artículo 20 de la Ley 599 de 2000 amplía el concepto al señalar que

para efectos de la ley penal son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas,

los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y

por servicios, los miembros de la fuerza pública, los particulares que ejerzan funciones públicas

en forma permanente o transitoria, los funcionarios y trabajadores del Banco de la República, los

integrantes de la Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha contra la Corrupción y las

personas que administren los recursos de que trata el artículo 338 de la Constitución Política.

Esta ampliación tiene consecuencias prácticas de gran relevancia en el ámbito de la

administración pública en general, y en particular para el delito de concusión: la calidad de

servidor público no se limita a quienes ostentan un vínculo laboral formal con el Estado, sino que

se extiende a particulares que, de manera permanente o transitoria, ejercen funciones públicas,

como ocurre con ciertos contratistas, interventores, o personas naturales que administran

recursos públicos en virtud de un encargo específico. La determinación de si una persona ostenta

o no está calidad al momento de los hechos es, como se evidenciará en el análisis de resultados

de este trabajo, uno de los aspectos más controvertidos en la práctica fiscal.

La exigencia jurisprudencial reiterada según la cual el sujeto activo calificado debe

ostentar la condición de servidor público al momento de la comisión de la conducta y no en un

momento anterior o posterior resulta de particular importancia. La jurisprudencia penal ha sido

enfática en que la calidad de servidor público es un elemento normativo del tipo que debe
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verificarse en el momento exacto en que se despliega la conducta de constreñir, inducir o

solicitar, de manera que la vinculación posterior o la desvinculación previa del presunto agente

excluye la tipicidad de la conducta.

2.1.1.3 Los Delitos contra la Administración Pública: Ubicación Sistemática. El Título XV

del Código Penal colombiano, denominado Delitos contra la Administración Pública, agrupa un

conjunto de tipos penales cuyo elemento común es la protección del correcto y probo ejercicio de

la función estatal. Dentro de este título, el Capítulo Cuarto reúne los delitos relacionados con la

corrupción administrativa propiamente dicha: el cohecho en sus distintas modalidades (artículos

405 a 407), la concusión (artículo 404), y figuras afines como el enriquecimiento ilícito y el

tráfico de influencias.

La ubicación sistemática de la concusión dentro de este capítulo no es casual: el

legislador colombiano reconoció que, si bien estas conductas comparten el bien jurídico de la

administración pública, presentan estructuras típicas y dinámicas delictivas claramente

diferenciadas, lo que justifica su tipificación autónoma. Esta diferenciación sistemática será

desarrollada en profundidad en el apartado 2.1.3 de este trabajo, dedicado específicamente a la

distinción entre concusión y cohecho.

Resulta pertinente señalar, además, que la concusión antecede históricamente a buena

parte de la legislación anticorrupción contemporánea: su tipificación se remonta a los primeros

códigos penales republicanos colombianos, lo que evidencia que el legislador identificó

tempranamente la gravedad específica de esta conducta dentro del universo de comportamientos

corruptos que puede desplegar un servidor público.

2.1.2 El Delito de Concusión: Análisis del Artículo 404 del Código Penal
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2.1.2.1 Bien jurídico tutelado. El artículo 404 de la Ley 599 de 2000 se encuentra ubicado en el

Libro II del Código Penal colombiano, dentro del Título XV correspondiente a los delitos contra

la administración pública. Esta ubicación sistemática determina, en primer término, que el bien

jurídico inmediatamente tutelado por el tipo penal es la administración pública, entendida no

únicamente como el conjunto de entidades estatales, sino como el correcto, probo e imparcial

ejercicio de la función pública por parte de quienes han sido investidos de autoridad para

ejercerla.

La doctrina especializada coincide en que el bien jurídico protegido por este tipo penal no

se agota, sin embargo, en esa dimensión institucional. Gómez Méndez y Gómez Pavajeau (2008)

señalan que la concusión constituye uno de los más graves atentados contra la administración

pública, precisamente porque el agente abusa del cargo o de la función que el Estado le ha

conferido para servir a los ciudadanos (p. 293). Esta descripción captura adecuadamente la

dimensión institucional del delito: cuando un servidor público exige una dádiva, no solo se

corrompe a sí mismo, sino que corrompe la imagen de toda la institución que representa.

Sin embargo, esta dimensión institucional no agota la lesividad de la conducta. Molina

Arrubla, citado por Ardila Londoño (2013), precisa que la materialización de la concusión no

solo afecta la administración pública, sino también la libertad y eventualmente el patrimonio

económico del sujeto pasivo de la infracción (p. 5). Esta consideración resulta fundamental para

la presente investigación: la víctima de la concusión no es solo el Estado abstracto, sino la

persona concreta que se vio sometida al poder del servidor corrupto, que tuvo que tomar una

decisión bajo presión, y que entregó algo que no debía entregar o sufrió las consecuencias de

negarse a hacerlo. Esta doble dimensión —institucional e individual— es lo que la dogmática

denomina carácter pluriofensivo del delito.
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El carácter de delito especial propio del artículo 404 plantea, además, una cuestión que

conviene precisar desde ahora la doble protección que el tipo penal otorga, de un lado, a la

administración pública como bien jurídico institucional, y de otro lado, a la libertad de

autodeterminación y, eventualmente, al patrimonio económico de la víctima, no implica que

ambas dimensiones deban concurrir necesariamente en cada caso concreto para la configuración

del delito. Basta con que se verifique la afectación institucional —el abuso del cargo— para que

el tipo se configure, siendo la afectación patrimonial de la víctima una consecuencia usual, pero

no un elemento normativo autónomo cuya ausencia excluya la tipicidad.

Desde la perspectiva institucional, la Fiscalía General de la Nación y la Oficina de las

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito han señalado que los delitos de cohecho y

concusión comparten la finalidad de preservar los principios que garantizan la transparencia,

imparcialidad y probidad en el ejercicio de la función pública (Fiscalía General de la Nación

[FGN] y Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito [UNODC], 2018, p. 7), en

consonancia con el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia (1991) desarrollado en

el apartado 2.1.1 de este trabajo.

2.1.2.2 El sujeto activo calificado. El artículo 404 del Código Penal configura un tipo penal de

sujeto activo calificado, ya que solo puede ser autor de la conducta quien ostente la calidad de

servidor público, en los términos amplios desarrollados en el apartado 2.1.1.2 de este trabajo.

Esta exigencia constituye el núcleo estructural del tipo penal, pues es la investidura pública la

que dota de poder coactivo al agente y genera en la víctima el temor que hace posible la

extorsión.
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Sin embargo, la calidad de servidor público no es por sí sola suficiente. El tipo penal

exige, adicionalmente, que el sujeto activo abuse de su cargo o de sus funciones, lo que introduce

un segundo elemento normativo: el nexo funcional entre la calidad del agente y la conducta

desplegada. Viveros Castellanos (2023) explica que se abusa del cargo cuando el servidor realiza

alguno de los verbos rectores valiéndose de su condición frente a la víctima, incluso en relación

con funciones que formalmente no le han sido asignadas, de manera que la sola investidura, sin

ese aprovechamiento funcional, no resulta suficiente para la configuración del delito. En este

sentido, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia citada por el mismo autor ha precisado

que el servidor puede cometer la conducta aun sin tener competencia directa para decidir el

asunto que sirve de pretexto a la exigencia indebida, pues la ofensa a la administración pública se

produce por el solo hecho de servirse de la investidura frente al ciudadano (Sentencia SP29769-

2009, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, como se citó en Viveros Castellanos,

2023).

Cuando ese nexo entre la condición de servidor público y la conducta desplegada no

existe por ejemplo, cuando la persona actúa completamente al margen de cualquier función

pública que ostente, sin que su cargo tenga relación alguna con la situación de la víctima, la

adecuación típica falla, independientemente de la gravedad moral de los hechos denunciados.

Esta precisión dogmática resulta determinante para la práctica fiscal, pues con frecuencia los

ciudadanos atribuyen la calidad de servidor público a personas que, aunque mantienen relación

con una entidad estatal, no ostentan dicha calidad en sentido jurídico-penal al momento de los

hechos, o cuyo cargo no guarda relación funcional alguna con la conducta desplegada.

Un aspecto adicional que merece atención es el de la temporalidad de la calidad de

servidor público. La jurisprudencia y la doctrina son uniformes en sostener que dicha calidad
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debe ostentarse en el momento preciso de la realización de la conducta típica el constreñimiento,

la inducción o la solicitud, y no en un momento anterior o posterior. Así, una persona que fue

contratista de una entidad estatal en el pasado, pero cuyo vínculo había culminado al momento

de los hechos, no puede ser sujeto activo del delito de concusión, como tampoco puede serlo

quien adquiere la calidad de servidor público con posterioridad a la fecha en que presuntamente

desplegó la conducta. Esta precisión, que en el plano teórico puede parecer evidente, ha resultado

en la práctica fiscal según se documentará en el apartado de resultados de este trabajo una de las

principales causas de archivo por atipicidad de la conducta.

2.1.2.3 Los tres verbos rectores. El artículo 404 del Código Penal describe la conducta típica

mediante tres verbos rectores alternativos: constreñir, inducir y solicitar. La jurisprudencia y la

doctrina han sido enfáticas en precisar que estas tres formas de comisión del delito no son

cumulativas, sino alternativas: basta con que se verifique cualquiera de ellas para la

configuración del tipo penal, sin que sea necesaria la concurrencia de las tres.

2.1.2.3.1 Constreñir.Constreñir implica el ejercicio de presión directa, intimidación o amenaza,

mediante la cual el servidor público hace sentir a la víctima que, de no entregar lo solicitado,

sufrirá un perjuicio que el funcionario está en capacidad de infligirle en ejercicio real o aparente

de sus atribuciones. Ardila Londoño (2013) señala que en esta modalidad el sujeto activo

despliega una presión explícita sobre la víctima, que ve limitada su libertad de decisión ante la

perspectiva de un mal derivado del ejercicio de las funciones del servidor (p. 9).

Esta modalidad encarna con mayor claridad el llamado metus publicae potestatis, el

miedo al poder público, que se desarrollará con mayor profundidad en el apartado 2.1.2.5 de este

trabajo. Es, además, paradójicamente, la modalidad más fácil de imaginar conceptualmente pero
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una de las más difíciles de acreditar probatoriamente, porque suele ocurrir en espacios privados,

sin testigos, y la amenaza no siempre se expresa de manera explícita o queda registrada en algún

medio verificable.

2.1.2.3.2 Inducir. Inducir constituye una modalidad de comisión más sutil que el

constreñimiento, en la que el servidor público no amenaza abiertamente a la víctima, sino que la

lleva a creer que ofrecer una dádiva es la manera natural, conveniente o necesaria de resolver su

asunto, mediante mecanismos de sugestión, condicionamiento implícito o ambigüedad calculada.

La víctima, en esta modalidad, con frecuencia experimenta la sensación de haber tomado la

iniciativa, cuando en realidad fue conducida a hacerlo por la actuación del servidor público.

Esta modalidad plantea los desafíos probatorios más complejos de las tres, porque la línea

entre una inducción constitutiva de concusión y una percepción subjetiva del denunciante que

interpreta como extorsión una gestión ordinaria del trámite administrativo, puede ser sumamente

delgada. Un ejemplo verificable de esta modalidad, que ilustra cómo se ha configurado en la

práctica judicial colombiana, se encuentra en la Sentencia SP3353-2020 (Radicado 56600) de la

Corte Suprema de Justicia, en la que se confirmó la configuración del delito en un caso en que un

fiscal abusó de su condición para inducir al sujeto pasivo a realizar un trabajo de construcción a

cambio de la aplicación del principio de oportunidad en un proceso penal (Corte Suprema de

Justicia, Sala de Casación Penal, 2020). Este caso resulta especialmente ilustrativo porque la

dádiva no consistió en dinero en efectivo, sino en una prestación de servicios, lo que confirma la

amplitud del concepto de utilidad indebida que exige el tipo penal, según se desarrollará en el

apartado 2.1.2.4.
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2.1.2.3.3 Solicitar. Solicitar es la modalidad más directa de las tres: el servidor público pide la

dádiva sin recurrir a amenazas explícitas ni a mecanismos de sugestión. Ardila Londoño (2013)

advierte que en esta modalidad el tipo penal se consuma con el solo pedido, sin que sea necesario

que la víctima entregue lo solicitado ni que lo prometa (p. 13). Esta característica hace de la

solicitud la forma de concusión de más fácil adecuación típica desde el punto de vista objetivo,

en la medida en que no exige acreditar un proceso de inducción psicológica ni un acto de

amenaza, sino la simple constatación de que el servidor pidió algo a lo que no tenía derecho.

No obstante esta relativa sencillez conceptual, la acreditación probatoria de la modalidad

de solicitud sigue siendo problemática cuando no existe registro de la comunicación entre el

servidor y la víctima ya sea una grabación, un mensaje de texto, un testigo presencial, de manera

que la denuncia queda reducida, con frecuencia, al solo relato del afectado. Esta dificultad

probatoria se documentará con detalle en el análisis de resultados de este trabajo, particularmente

en el caso correspondiente al radicado 68-001-60-00160-2010-02635.

2.1.2.4 El objeto material: la utilidad indebida. El tipo penal de concusión exige que la

conducta del servidor público recaiga sobre dinero o cualquier otra utilidad indebida, para el

mismo servidor o para un tercero. La amplitud de la expresión utilidad indebida es deliberada por

parte del legislador: comprende no solo el dinero en efectivo, sino cualquier beneficio económico,

prestación de servicios, o ventaja de cualquier naturaleza que el servidor público no tenga

derecho a recibir en el marco regular del ejercicio de sus funciones.

Esta amplitud conceptual resulta coherente con la realidad fenomenológica de la

corrupción administrativa, que rara vez se agota en transacciones dinerarias directas. La

Sentencia SP3353-2020 de la Corte Suprema de Justicia, ya referida en el apartado 2.1.2.3.2,



MANUAL CIUDADANO DEL DELITO DE CONCUSIÓN ART 404 C.P 28

ilustra precisamente esta amplitud: la utilidad indebida exigida por el funcionario consistió en un

trabajo de construcción, es decir, una prestación de servicios con valor económico, y no en

dinero en efectivo (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2020).

Sin embargo, según se documentará en el apartado de resultados de este trabajo, la

totalidad de los casos analizados durante la práctica jurídica social involucraron solicitudes de

dinero en efectivo, lo que sugiere que, sin perjuicio de la amplitud conceptual del tipo penal, esta

sigue siendo la forma predominante de materialización de la concusión en el contexto de la

Fiscalía Seccional de Bucaramanga.

2.1.2.5 El metus publicae potestatis como eje del injusto. Uno de los aportes dogmáticos más

relevantes para la comprensión integral del delito de concusión es la noción del metus publicae

potestatis, expresión latina que significa miedo al poder público, y que la doctrina ha identificado

como el elemento que explica la especial gravedad de este delito frente a otras formas de

extorsión cometidas por particulares. Aunque esta expresión no aparece de manera literal en el

texto del artículo 404, su función dogmática consiste en explicar por qué la sola condición de

servidor público, sumada al despliegue de alguno de los verbos rectores, resulta suficiente para

generar en la víctima un estado de sometimiento que el derecho penal busca proteger.

Ardila Londoño (2013) propone, en el desarrollo más completo disponible en la literatura

colombiana sobre este punto, que el metus publicae potestatis debe operar como criterio

delimitador entre la tentativa y la consumación del delito: la concusión se consuma no cuando la

víctima entrega la dádiva, sino cuando el servidor despliega la conducta típica de manera

suficiente para generar en la víctima ese temor fundado al poder público (pp. 3-4). Esta

interpretación tiene una implicación práctica de primera importancia para la labor fiscal: la
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acreditación probatoria debe concentrarse en demostrar que el servidor realizó efectivamente

alguno de los verbos rectores, y no necesariamente en probar que la víctima llegó a entregar o

prometer lo solicitado.

Esta consideración dogmática se articula, en el plano probatorio, con los desarrollos

jurisprudenciales sobre la prueba indiciaria en materia penal. La Sentencia T-073 de 2023 de la

Corte Constitucional, aunque referida a un caso de fondo distinto a la concusión, ofrece criterios

generales aplicables al análisis de los desafíos probatorios que enfrenta este tipo penal: para que

la prueba indiciaria sea válida se requieren hechos indicadores debidamente probados, una regla

de experiencia o de lógica que permita la inferencia, un razonamiento del juzgador que

establezca la relación de causalidad, y el hecho indicado como resultado de esa operación lógica

(Corte Constitucional, 2023). En el contexto de la concusión, esta estructura cobra especial

relevancia cuando no existe registro directo de la solicitud, constreñimiento o inducción, y la

acreditación de la conducta depende de la construcción de un cuadro indiciario coherente a partir

de elementos colaterales: el contexto en que se produjo el trámite, las condiciones particulares de

la víctima, la existencia de patrones similares en otras denuncias contra el mismo servidor, entre

otros.

2.1.2.6 El tipo subjetivo: el dolo. El artículo 22 de la Ley 599 de 2000 define la conducta dolosa

como aquella en que el agente conoce los hechos constitutivos de la infracción penal y quiere su

realización, comprendiendo también aquellos casos en que la realización de la infracción ha sido

prevista como probable y su no producción se deja librada al azar. El artículo 404 del Código

Penal es un tipo penal eminentemente doloso. No existe en el ordenamiento colombiano una

modalidad culposa de concusión, lo que resulta coherente con la naturaleza de la conducta:

difícilmente puede concebirse un constreñimiento, una inducción o una solicitud de dádiva que
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se produzca de manera negligente o sin la voluntad consciente del servidor público de obtener el

beneficio indebido.

El dolo exigido por el tipo penal comprende dos elementos: de un lado, el elemento

cognitivo, consistente en el conocimiento por parte del servidor público de que la dádiva que

constriñe, induce o solicita es indebida, es decir, que no tiene derecho a recibirla en el marco

regular de sus funciones; de otro lado, el elemento volitivo, consistente en la voluntad de obtener

esa dádiva mediante el despliegue de alguno de los verbos rectores. La ausencia de cualquiera de

estos dos elementos excluye la configuración del dolo y, por tanto, la tipicidad de la conducta.

Ese deber de conocimiento sobre la naturaleza indebida de la dádiva es una exigencia que

se deriva directamente del cargo que ostenta el servidor público, en la medida en que conocer el

alcance de sus funciones y los límites de lo que puede o no recibir en ejercicio de ellas es una

obligación inherente a su investidura. En consecuencia, no resulta admisible que un servidor

público alegue desconocimiento sobre la ilicitud de exigir una contraprestación económica por

un trámite que, por definición, debe prestar de manera gratuita en cumplimiento de sus funciones

ordinarias.

2.1.3 Diferenciación entre Concusión y Cohecho

2.1.3.1 El criterio de la iniciativa como elemento diferenciador. Una de las distinciones

dogmáticas más relevantes para los fines de esta investigación es la que separa el delito de

concusión del delito de cohecho, dos figuras que, aunque ubicadas en el mismo capítulo del

Código Penal y orientadas a la protección del mismo bien jurídico institucional, presentan

estructuras típicas y dinámicas delictivas sustancialmente distintas, y que la ciudadanía suele

confundir con frecuencia, según se documentará en el apartado de resultados de este trabajo.
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La diferencia fundamental entre ambas figuras radica en el origen de la iniciativa de la

conducta ilícita. En la concusión, es el servidor público quien toma la iniciativa de constreñir,

inducir o solicitar la dádiva, de manera que la víctima se encuentra en una posición de

sometimiento frente a una conducta que no ha propiciado. En el cohecho, en cambio, puede ser

el particular quien ofrece o promete la dádiva al servidor público lo que la doctrina denomina

cohecho por dar u ofrecer, o puede existir un acuerdo de voluntades entre ambos lo que

corresponde al cohecho propio o impropio, según la naturaleza del acto que el servidor se

compromete a realizar a cambio.

La Fiscalía General de la Nación y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el

Delito (2018) sintetizan esta diferencia con particular claridad: mientras la concusión implica una

posición activa del servidor que impone su voluntad sobre la víctima, el cohecho admite una

dinámica de reciprocidad o incluso de iniciativa del particular (p. 8).

2.1.3.2 Consecuencias procesales de la diferenciación. La distinción entre concusión y

cohecho no es meramente académica: tiene consecuencias procesales directas que determinan la

posición jurídica de cada uno de los intervinientes en el proceso penal. En el delito de concusión,

la persona que entrega o promete la dádiva ostenta la calidad de víctima, en la medida en que su

conducta es la respuesta forzada o inducida a una iniciativa ilícita que no le es atribuible. En el

cohecho, es decir en la modalidad en que el particular ofrece o entrega la dádiva por iniciativa

propia, ese mismo particular puede ser, en cambio, coautor del delito, lo que excluye su calidad

de víctima y lo somete, eventualmente, a su propia responsabilidad penal.
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Esta diferencia incide, en consecuencia, en las garantías procesales que corresponden a

cada interviniente, en las diligencias investigativas procedentes, y en la estrategia que debe

adoptar el fiscal del caso al momento de calificar jurídicamente los hechos. Un ciudadano que se

presenta ante la Fiscalía señalando que fue víctima de una exigencia indebida por parte de un

servidor público debe ser orientado, desde el primer momento, sobre cuál de las dos figuras

corresponde a los hechos que relata, pues de esa calificación correcta depende, en gran medida,

la viabilidad y el rumbo de la actuación procesal.

2.1.3.3 La confusión ciudadana entre ambas figuras. Como se documentará con mayor detalle

en el apartado de resultados de este trabajo, la revisión de carpetas fiscales realizada durante la

práctica jurídica social permitió identificar que la confusión conceptual entre concusión y

cohecho no es un fenómeno aislado, sino una constante en la forma en que los ciudadanos narran

los hechos que pretenden denunciar. Esta confusión resulta comprensible desde la perspectiva

del denunciante: ambas figuras involucran a un servidor público y una dádiva indebida, y la

diferencia centrada en el origen de la iniciativa no es evidente para quien no cuenta con

formación jurídica especializada.

Esta constatación empírica confirma la pertinencia de que el manual pedagógico

propuesto como producto de esta investigación aborde la diferenciación entre concusión y

cohecho mediante ejemplos prácticos, accesibles y verificables, antes que mediante definiciones

técnico-jurídicas que, aunque dogmáticamente correctas, resultarían de difícil comprensión para

el ciudadano promedio que se acerca a la Fiscalía a presentar una denuncia.

2.1.4 Síntesis Jurisprudencial: la Concusión en la Práctica Judicial Colombiana
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Más allá del desarrollo dogmático abstracto presentado en los apartados anteriores,

resulta pertinente para esta investigación reconstruir, de manera sistemática, cómo ha sido

abordado el delito de concusión en pronunciamientos judiciales concretos, verificables y

recientes, con el fin de evidenciar que la dificultad dogmática y probatoria identificada en la

práctica fiscal de la Seccional Santander no es un fenómeno aislado, sino una tensión que se

repite en distintas instancias judiciales del país.

La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, ha tenido oportunidad de

pronunciarse en múltiples ocasiones sobre los elementos estructurales del tipo penal de

concusión. En la Sentencia SP3353-2020, con ponencia del magistrado Eyder Patiño Cabrera, la

Corte confirmó la configuración del delito en una modalidad de inducción en la que el sujeto

activo, abusando de su condición de fiscal, indujo al sujeto pasivo a ejecutar un trabajo de

construcción como contraprestación por la aplicación del principio de oportunidad en su favor

(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2020). Este pronunciamiento resulta valioso

para la presente investigación en una doble dimensión: de un lado, confirma judicialmente la

amplitud del concepto de utilidad indebida desarrollado en el apartado 2.1.2.4; de otro lado,

ilustra cómo la modalidad de inducción la más difícil de acreditar conceptualmente, según se

explicó en el apartado 2.1.2.3.2 puede, en efecto, ser objeto de prueba suficiente cuando

concurren elementos indiciarios sólidos.

En el ámbito de los tribunales superiores de distrito judicial, la Sala Penal del Tribunal

Superior de Medellín ha conocido casos en los que la concusión concurre con otros delitos contra

la administración pública, lo que confirma la observación doctrinal según la cual esta conducta

rara vez se presenta de manera aislada. En su Sala de Decisión Penal (Acta 200, sesión del 12 de

agosto de 2024), conoció del radicado 050016099119201800155, referido a un concurso de
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delitos entre concusión, falsedad ideológica en documento público, fraude procesal, y

destrucción, supresión u ocultamiento de documento, providencia que cita como antecedente el

radicado 27477 del 6 de marzo de 2008, con ponencia del magistrado Augusto J. Ibáñez Guzmán

(Tribunal Superior de Medellín, Sala Penal, 2024). Sin pretender generalizar a partir de un único

caso, esta providencia ilustra que la concusión puede concurrir, en la práctica judicial, con

conductas instrumentales dirigidas a ocultar o legitimar documentalmente la exigencia indebida,

lo que añadiría una capa adicional de complejidad probatoria a su persecución penal.

2.1.5 Método

2.1.5.1 Participantes. Esta investigación no involucró participantes en el sentido de sujetos

entrevistados o encuestados de manera directa. La información empírica que sustenta el

componente de resultados de este trabajo proviene del análisis documental de carpetas fiscales

tramitadas en la Unidad 10 de Delitos contra la Administración Pública de la Fiscalía General de

la Nación, Seccional Santander, cuyos intervinientes denunciantes, indiciados y testigos fueron

anonimizados mediante el uso de iniciales, en atención a los principios de reserva sumarial y

protección de datos personales que rigen las actuaciones penales en Colombia.

La decisión metodológica de no realizar entrevistas o encuestas directas a los

intervinientes de los procesos obedeció a una doble consideración: de un lado, una consideración

ética, relacionada con la protección de la reserva sumarial de actuaciones que, aunque archivadas,

mantienen su carácter reservado conforme a la normativa procesal penal vigente; de otro lado,

una consideración metodológica, en la medida en que el objetivo de la investigación no era

explorar la experiencia subjetiva de los denunciantes, sino sistematizar, a partir de las decisiones

fiscales ya adoptadas, los patrones objetivos que explican el archivo de las actuaciones.
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2.1.5.2 Herramientas. Se emplearon dos herramientas principales de recolección y

sistematización de información, articuladas entre sí a lo largo del desarrollo de la práctica

jurídica social.

La primera herramienta consistió en la revisión documental de fuentes doctrinales,

normativas y jurisprudenciales verificables, obtenidas de repositorios institucionales, editoriales

académicas reconocidas y bases de datos jurisprudenciales oficiales, tales como el repositorio

institucional de la Universidad EAFIT, el sitio oficial de la Corte Suprema de Justicia, el sitio

oficial de la Corte Constitucional, y la relatoría de la Sala Penal del Tribunal Superior de

Medellín.

La segunda herramienta consistió en una matriz de análisis de casos, diseñada

específicamente para esta investigación, que permitió sistematizar las variables relevantes de

cada carpeta fiscal revisada. Esta matriz incluyó los siguientes campos: número de radicado,

verbo rector presuntamente configurado en la denuncia, calidad del presunto sujeto activo y

forma de acreditación de dicha calidad, elementos materiales probatorios recaudados durante la

indagación, testimonios recibidos y su contenido relevante, y causal de archivo determinada por

el fiscal a cargo, con la correspondiente fundamentación jurídica de dicha decisión.

2.1.5.3 Procedimiento. El procedimiento de investigación se desarrolló en tres fases progresivas

y articuladas entre sí, ejecutadas a lo largo del período de práctica jurídica social.

La primera fase, desarrollada durante las semanas iniciales de la práctica, consistió en la

revisión y análisis de las primeras carpetas fiscales correspondientes a denuncias por concusión y

delitos afines, con el fin de obtener una aproximación inicial a los patrones de archivo presentes

en la Unidad. En esta fase se revisaron algunos expedientes, los cuales permitieron identificar las
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dos primeras causales de archivo recurrentes: la atipicidad de la conducta por ausencia de sujeto

activo calificado, y la inexistencia del hecho por contradicciones probatorias.

La segunda fase comprendió la profundización en la lectura dogmática, normativa y

jurisprudencial del tipo penal de concusión, lo que permitió construir el marco referencial

desarrollado en los apartados 2.1.1, 2.1.2, 2.1.3 y 2.1.4 de este trabajo. Esta fase incluyó la

verificación directa de las fuentes jurisprudenciales en los sitios oficiales de las altas cortes, la

lectura completa de los trabajos doctrinales disponibles sobre la concusión en Colombia, y la

sistematización del marco normativo aplicable, complementando los hallazgos empíricos

iniciales con un sustento teórico robusto.

La tercera fase consistió en la ampliación del análisis empírico con la revisión de más

carpetas fiscales, la sistematización de los hallazgos mediante la matriz de variables descrita en

el apartado 2.1.5.2, y la articulación de los resultados con el marco dogmático desarrollado

previamente, lo que permitió formular las conclusiones y recomendaciones que se presentan al

cierre de este documento, entre las cuales se encuentra el manual pedagógico presentado como

Apéndice A de este documento, concebido como producto de transferencia social del

conocimiento generado durante la investigación.

2.1.6 Resultados

El proceso de práctica jurídica social que sustenta esta investigación se desarrolló

mediante la revisión continua de carpetas fiscales activas en la Unidad de Delitos contra la

Administración Pública, Fiscalía Seccional Santander, bajo la supervisión de la Fiscal tutora. A

lo largo del período de práctica se participó en la revisión y proyección de actuaciones

correspondientes a aproximadamente cincuenta (50) expedientes relacionados con el delito de
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concusión y con otras conductas contra la administración pública susceptibles de confusión con

este tipo penal. Es preciso aclarar que estas actuaciones no se originaron en denuncias recibidas

directamente por la estudiante en práctica, sino en expedientes ya existentes dentro de la Unidad,

respecto de los cuales se participó en la revisión del programa metodológico, en la verificación

de los elementos materiales probatorios recaudados y, en un número significativo de casos, en la

elaboración de órdenes de policía judicial (OPJ) dirigidas a impulsar diligencias investigativas

pendientes solicitudes de información a entidades públicas y privadas, verificación de la calidad

de servidor público de los indiciados, localización de testigos, entre otras.

De los expedientes revisados, en todos los casos el desarrollo del programa

metodológico condujo a una decisión de archivo, lo que confirma, desde una perspectiva

cuantitativa más amplia que la de una sola muestra puntual, el patrón identificado a lo largo de

este trabajo. Para los fines de esta investigación, sin embargo, no se relacionan aquí la totalidad

de los expedientes revisados, sino once (11) de ellos, seleccionados por ser los que permiten

ilustrar de manera más clara y completa cada una de las causales de archivo y de las

irregularidades identificadas, evitando con ello extender innecesariamente este apartado. Los

expedientes no relacionados expresamente comparten, en su gran mayoría, las mismas causales y

los mismos patrones que se documentan a continuación.

2.1.6.1 Casos archivados por atipicidad de la conducta

Caso 1. Radicado 68-001-60-08828-2017-00060. M.U. denunció que J.G.ejercía funciones en

una entidad municipal sin respaldo contractual vigente. La revisión de los elementos materiales

probatorios estableció que la indiciada no ostentaba la calidad de servidora pública al momento
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de los hechos, pues el contrato con la Alcaldía fue suscrito con posterioridad a la fecha

denunciada. Archivo por atipicidad de la conducta.

Caso 2. Radicado 680016000160202419689. S.C. denunció a Y.O. y C.R., presidentas

de Juntas de Acción Comunal, por presuntamente cobrar dinero en trámites de legalización de

barrios. Se estableció que las indiciadas no ostentaban calidad de servidoras públicas, pues los

dignatarios de las JAC ejercen funciones de gestión comunitaria y no función pública en los

términos del artículo 20 del Código Penal. Archivo por atipicidad de la conducta.

Caso 3. Radicado 68-001-60-01301-2013-01242. W.M. denunció a O.V., Subintendente

de la Policía Nacional adscrito a la Seccional de Tránsito y Transporte de Bucaramanga, por

presuntamente exigir $100.000 mensuales a cambio de gestionar asignaciones favorables de rutas.

El programa metodológico recaudó declaraciones de W.E. y de E.C., ambos privados de la

libertad por el delito de concusión dentro de la misma investigación, circunstancia que

comprometió sustancialmente la credibilidad de sus relatos al carecer de respaldo independiente.

Las entrevistas practicadas a tres patrulleros que se desempeñaban en la misma ruta resultaron

negativas: ninguno corroboró haber sido objeto de exigencia económica ni haber presenciado tal

conducta. Adicionalmente, la respuesta institucional de la Dirección de Tránsito y Transporte

acreditó que los traslados de personal obedecían a un canal administrativo formal solicitudes de

autorización ante el superior jerárquico ajeno a cualquier poder de decisión del indiciado. Ante la

insuficiencia de prueba independiente que vinculara al indiciado con el abuso de su cargo para

exigir dinero, la actuación procesal determinada fue el archivo por atipicidad de la conducta.

Este caso resulta especialmente ilustrativo de una problemática probatoria no abordada en

los casos anteriormente reseñados: la credibilidad del testigo único cuando este se encuentra, a su
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vez, judicializado por el mismo tipo de conducta que denuncia. La jurisprudencia y la práctica

fiscal coinciden en que un relato proveniente de quien tiene un interés personal directo en la

investigación por ejemplo, buscar una rebaja punitiva o trasladar responsabilidad exige un

estándar de corroboración reforzado que, en este caso, no fue posible satisfacer.

Caso 4. Radicado 68-001-60-08828-2013-01758. Se investigó la presunta participación

de L.Q, conductor de un vehículo tipo taxi, en un episodio de concusión atribuido a dos

uniformados de la Policía Nacional, identificados como R.J. y Á.Y., quienes presuntamente

habrían exigido dinero a un ciudadano para no hacer efectiva una orden de captura en su contra.

Según la hipótesis de la indagación, el indiciado L.Q. habría conducido el vehículo en el que se

desplazaban los uniformados y habría vigilado a la víctima mientras esta retiraba dinero en una

entidad bancaria. La revisión de los elementos materiales probatorios incluida la respuesta del

Sistema de Información para la Administración del Talento Humano de la Policía Nacional y los

registros audiovisuales de la entidad bancaria estableció que L.Q. no ostentaba la calidad de

servidor público, y que su participación se limitó a un rol accesorio de conducción, sin que se

acreditara que hubiera realizado solicitud alguna de dinero o ejercida presión directa sobre la

víctima. Adicionalmente, en el reconocimiento fotográfico practicado, la víctima no logró

identificarlo como partícipe en los hechos. La actuación procesal determinada fue el archivo por

atipicidad de la conducta, en relación con este indiciado en particular.

Este caso plantea una arista del problema dogmático distinta a la de los Casos 1 y 2: no se

trata aquí de que el indiciado careciera por completo de relación con la conducta investigada,

sino de un problema de imputación individual dentro de una presunta estructura de coautoría. La

ausencia de la calidad de servidor público en cabeza de L.O. impide que se le atribuya autoría en
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el delito de concusión que es un delito especial propio, sin perjuicio de que la responsabilidad de

los uniformados presuntamente involucrados haya podido seguir un curso procesal distinto.

Caso 5. Radicado 68-001-60-08828-2018-01031. G.B. demandada en un proceso

ejecutivo civil tramitado ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Floridablanca, manifestó

haber recibido llamadas anónimas en las que se le exigía la suma de $8.000.000 supuestamente a

cambio de que el Juez D.A. favoreciera su situación procesal. La revisión de las entrevistas

practicadas a G.B. y a la secretaria del despacho judicial estableció que, si bien D.A. ostentaba

efectivamente la calidad de servidor público exigida por el tipo penal, no se acreditó que hubiera

realizado solicitud, constreñimiento o inducción alguna; por el contrario, el acervo probatorio

mostró que fue el propio juez quien, al advertir que terceros no identificados se hacían pasar por

intermediarios suyos para exigir dinero a la demandada, le indicó que debía denunciar los hechos

y la acompañó personalmente a hacerlo. Al no configurarse el elemento de abuso del cargo

orientado a obtener una utilidad indebida, la conducta resultó atípica frente al delito de concusión.

La Fiscalía valoró adicionalmente si los hechos podrían encuadrarse en el delito de estafa

(artículo 246 del Código Penal), dado que terceros no identificados desplegaron un posible

artificio o engaño valiéndose del nombre del juez; sin embargo, al no haberse producido entrega

ni disposición patrimonial alguna por parte de G.B., tampoco se configuró este segundo tipo

penal. La actuación procesal determinada fue el archivo por atipicidad de la conducta, respecto

de ambas hipótesis delictivas valoradas.

Este caso es particularmente valioso para los fines de esta investigación porque ilustra

una modalidad de irregularidad que no había sido documentada en los casos anteriores: la

suplantación de la identidad o investidura de un servidor público por parte de terceros ajenos a la

administración, con el fin de explotar el metus publicae potestatis que la sola mención del cargo
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genera en la víctima, sin que el servidor público señalado tenga participación alguna en la

conducta. Este fenómeno, que podría denominarse concusión aparente o por suplantación, exige

un tratamiento diferenciado en el manual pedagógico que se proyecta como producto de esta

investigación, pues la orientación a la víctima en estos casos no debe dirigirse a documentar el

abuso de un servidor, sino a identificar y denunciar a los terceros suplantadores.

2.1.6.2 Casos archivados por inexistencia del hecho. Esta categoría agrupa los casos en

los que los hechos mismos, según la evidencia recaudada, no ocurrieron en la forma narrada por

el denunciante, distinguiéndose así de la atipicidad desarrollada en el apartado anterior.

Caso 6. Radicado 68-001-60-08828-2016-02358. P.R. denunció a R.J, señalando una

fecha de ocurrencia de los hechos que resultó incompatible con la fecha real de expedición de la

resolución administrativa cuestionada, lo que evidenció contradicciones cronológicas insalvables.

Archivo por inexistencia del hecho.

Caso 7. Radicado 68-001-60-08828-2011-01667. G.R. denunció un presunto entramado

de corrupción en la gestión contractual de la Secretaría de Educación de Bucaramanga,

señalando que L.A. habría creado una cooperativa para direccionar licitaciones. Las diligencias

no encontraron soporte para estos señalamientos: las consultas en cámara de comercio no

acreditaron la existencia de la cooperativa, y los registros mostraron inconsistencias cronológicas

adicionales. Archivo por inexistencia del hecho.

Caso 8. Radicado 68-001-60-00160-2010-02635. G.R.denunció que la Comisaria de

Familia E.R le habría solicitado dos millones de pesos a cambio de fallar un proceso a su favor.

La única evidencia disponible fue el relato del denunciante, sin respaldo material, y la entrevista
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a un ex auxiliar de la Comisaría contradijo aspectos centrales del relato. Archivo conforme al

artículo 79 de la Ley 906 de 2004.

Caso 9. Radicado 68-001-60-08828-2017-02322. Un escrito anónimo denunció a la

Sargento A.M., adscrita al Centro Administrativo y Contable —CENAC— del Ejército Nacional

en Bucaramanga, señalando que utilizaba el poder de su cargo en materia de contratación para

obtener prebendas. La revisión de los elementos materiales probatorios resultó concluyente en

sentido contrario a la hipótesis denunciada: la certificación institucional expedida por el

Comandante del CENAC, las actas de posesión militar de la indiciada, el plan de relevos del

personal, la respuesta de la dependencia de Talento Humano del Ejército Nacional, y el manual

de funciones del cargo realmente desempeñado por A.M. acreditaron de manera concordante que

la suboficial nunca ejerció funciones de contratación ni estuvo adscrita a dicha dependencia. A

esto se sumó que, al tratarse de una denuncia anónima, no fue posible identificar a su autor para

efectos de ampliarla conforme al artículo 69 del Código de Procedimiento Penal, lo que impidió

allegar datos adicionales que permitieran sostener la hipótesis delictiva. La actuación procesal

determinada fue el archivo por inexistencia del hecho.

Este caso ilustra con particular claridad un patrón que se había anticipado en el marco

teórico de este trabajo: la combinación de dos obstáculos independientes —la imposibilidad de

acreditar el presupuesto fáctico mínimo de la denuncia (que la persona señalada ejerciera,

siquiera, la función que se le atribuye) y la imposibilidad de ampliar una denuncia anónima—

produce un efecto acumulativo que hace prácticamente inevitable el archivo, con independencia

de la gravedad de los señalamientos iniciales.
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Caso 10. Radicado 68-001-60-08777-2017-00067. Una denuncia anónima señaló que un

agente de apellido M. solicitaba dinero por experticios a vehículos en accidentes de tránsito. La

presunta víctima, C.C., manifestó no tener conocimiento alguno de los hechos, y las consultas

institucionales determinaron que no existía ningún funcionario con ese apellido adscrito a la

seccional. Archivo conforme al artículo 69 inciso final de la Ley 906 de 2004.

Caso 11. Radicado 68-001-60-08828-2017-03492. Un escrito anónimo denunció a los

funcionarios de Bomberos Bucaramanga C.R. y H.M por recibir dineros por certificaciones

irregulares. El escrito no refería víctimas, fechas ni documentos de respaldo, y el único testigo

posible, J.P, declaró no tener conocimiento de los hechos. Archivo por insuficiencia de datos

verificables.

2.1.6.3 Irregularidades recurrentes identificadas en el trámite de las denuncias. La

revisión sistemática de los expedientes permitió identificar, más allá de la causal formal de

archivo aplicada en cada caso, un conjunto de irregularidades recurrentes en la forma en que las

denuncias por concusión llegan a la Fiscalía y son tramitadas durante la fase de indagación. La

identificación de estas irregularidades constituye, en sí misma, un hallazgo central de esta

investigación, pues son precisamente estos patrones los que el manual pedagógico propuesto

como producto final debe contribuir a corregir.

Primera irregularidad: la atribución errónea de la calidad de servidor público. En los

Casos 1, 2 y 4, la denuncia se dirigió contra personas que, en sentido estricto, no ostentaban la

calidad de servidor público exigida por el tipo penal un contratista vinculado con posterioridad a

los hechos, dignatarios de Juntas de Acción Comunal, y un conductor de taxi sin ningún vínculo

funcional con la administración. Esta irregularidad revela que la ciudadanía tiende a extender la



MANUAL CIUDADANO DEL DELITO DE CONCUSIÓN ART 404 C.P 44

noción de servidor público a cualquier persona que preste un servicio percibido como público o

que se encuentre en la órbita de una actuación estatal, sin atender a los requisitos jurídicos

precisos que la ley exige.

Segunda irregularidad: la dependencia exclusiva del relato del denunciante, sin

respaldo material independiente. En los Casos 3 y 8, la acreditación de los hechos dependía

enteramente de declaraciones que, por distintas razones, carecían de la fuerza probatoria

suficiente: en el Caso 3, porque provenían de personas privadas de la libertad por el mismo delito

investigado; en el Caso 8, porque se trataba del relato único del denunciante, contradicho además

por un testigo. Esta irregularidad confirma la dificultad estructural ya anticipada en el marco

teórico de este trabajo a propósito del metus publicae potestatis de que la concusión, al ocurrir

típicamente en privado, deja a la investigación fiscal dependiendo casi por completo de la

calidad del testimonio inicial.

Tercera irregularidad: el uso del anonimato sin aportar datos mínimos verificables. En

los Casos 9, 10 y 11, la denuncia anónima impidió, por definición legal, su ampliación posterior,

y en ninguno de los tres casos el escrito original contenía datos suficientes identidad cierta del

indiciado, fechas, documentos que permitieran encauzar la investigación de manera autónoma.

Esta irregularidad pone de manifiesto una tensión legítima que el manual pedagógico debe

abordar: el temor de la víctima a represalias, que la lleva a optar por el anonimato, entra en

conflicto directo con la exigencia procesal de aportar datos verificables, y ese conflicto, tal como

está resuelto actualmente en la práctica, termina perjudicando sistemáticamente a la víctima.

Cuarta irregularidad: la confusión entre concusión y figuras delictivas distintas. El

Caso 5 evidenció una irregularidad no identificada en el resto de la muestra: la confusión entre la
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concusión propiamente dicha y una conducta de suplantación o estafa ejecutada por terceros

ajenos a la administración pública, que se valen del nombre o la investidura de un servidor

público real para explotar el temor de la víctima sin que dicho servidor tenga participación

alguna en los hechos. Esta modalidad, que podría denominarse concusión aparente, exige que el

manual pedagógico advierta a la ciudadanía sobre la necesidad de verificar, antes de denunciar a

un servidor público determinado, si este ha tenido contacto directo con la exigencia indebida o si,

por el contrario, su nombre fue utilizado por terceros sin su conocimiento.

2.1.6.4 Síntesis de los resultados. De los once casos analizados, ocho corresponden a

hipótesis en las que, pese a la apariencia inicial de concusión, los elementos materiales

probatorios terminaron por desvirtuar la existencia del delito, sea por ausencia del sujeto activo

calificado, sea por inexistencia material del hecho, sea por insuficiencia de datos verificables en

denuncias anónimas. Los restantes tres casos 6, 7 y 8 corresponden igualmente a archivos, pero

ilustran con mayor claridad la tensión probatoria central de este delito: hechos que, de haber sido

adecuadamente documentados desde el origen, habrían tenido mayor probabilidad de prosperar.

Esta síntesis confirma, con una base empírica más amplia que la disponible en etapas

anteriores de la investigación, el diagnóstico que orienta el diseño del manual pedagógico: la

causa predominante del archivo en las denuncias por concusión no es la inexistencia de

conductas reprochables, sino la combinación de errores conceptuales ciudadanos sobre quién

puede ser sujeto activo del delito, la dependencia de relatos sin respaldo material, el uso

defensivo pero contraproducente del anonimato, y la confusión con figuras delictivas distintas

que exigen un tratamiento procesal diferente.
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3. Conclusiones

El desarrollo de la presente investigación, articulado en torno a un componente

dogmático y un componente empírico complementarios, permite formular conclusiones que

responden directamente a los objetivos planteados en el apartado 1 de este trabajo.

En relación con el primer objetivo específico, la sistematización del marco constitucional,

normativo y jurisprudencial aplicable al delito de concusión permitió establecer que la estructura

típica de este delito es considerablemente más compleja de lo que su redacción textual sugiere a

primera vista. La correcta comprensión del bien jurídico pluriofensivo, del sujeto activo

calificado y su exigencia de temporalidad, de las tres modalidades alternativas de conducta

constreñir, inducir y solicitar, del elemento subjetivo del dolo, y del papel del metus publicae

potestatis como criterio delimitador entre la tentativa y la consumación del delito, resulta

indispensable tanto para el ejercicio riguroso de la función fiscal como para el diseño de

herramientas pedagógicas que permitan a los ciudadanos identificar con precisión la conducta

que pretenden denunciar.

El desarrollo de la diferenciación entre concusión y cohecho, centrada en el criterio de la

iniciativa de la conducta ilícita, permitió establecer que, aunque esta distinción resulta clara

desde el punto de vista dogmático, no es evidente para los ciudadanos que se acercan a denunciar,

lo que se atendió en el Apéndice A de este trabajo mediante ejemplos prácticos y accesibles,

antes que con definiciones técnico-jurídicas.

En relación con el tercer y cuarto objetivos específicos, el análisis de las carpetas fiscales

revisadas confirmó que las denuncias que conducen a órdenes de archivo lo hacen, en su mayoría

por razones probatorias y no porque los hechos narrados sean estructuralmente atípicos. El
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problema central que resuelve el manual pedagógico presentado como Apéndice A no es,

entonces, principalmente conceptual, sino eminentemente práctico: enseñar a la ciudadanía cómo

narrar y documentar los hechos de manera que la denuncia resulte procesable, qué elementos

mínimos debe contener un relato para activar adecuadamente la función investigativa de la

Fiscalía, y cómo equilibrar la necesidad de protección frente a represalias con la necesidad de

aportar datos verificables.

Finalmente, en relación con el quinto objetivo específico, esta investigación confirma la

pertinencia y la viabilidad del manual pedagógico presentado como Apéndice A de este

documento, concebido como producto de transferencia social del conocimiento generado, en la

medida en que articula de manera coherente y verificable los hallazgos dogmáticos desarrollados

en el apartado 2.1, la síntesis jurisprudencial presentada en el apartado 2.1.4, y los resultados

empíricos sistematizados en el apartado 2.1.6 de este trabajo de grado.
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